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León, Guanajuato, a seis de diciembre del año dos mil siete. . . . . . . . . . .
V I S T O S para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 181/2005, promovido por el Licenciado Carlos Martín Velarde Serna, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada: "Paquetería y Mensajería en Movimiento”, Sociedad Anónima de Capital Variable; y, . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que la parte recurrente tuvo conocimiento del acto impugnado, atento a lo que establece la fracción I del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, toda vez que refiere haber tenido conocimiento del mismo el diecinueve de julio del dos mil cinco, lo que se acredita con la diligencia de embargo, que en original acompañó la parte recurrente, en su escrito de interposición del recurso de inconformidad. . . . .
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, se encuentra acreditada con el original del mandamiento de ejecución de fecha catorce de abril del dos mil cinco y diligencia de embargo de fecha diecinueve de julio del mismo año, los que constituyen documentos públicos y merecen pleno valor probatorio conforme a lo dispuesto en los artículos 132 y 207 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por así disponerlo el último párrafo del artículo 41 del Reglamento Municipal mencionado, aunado a que hay un reconocimiento expreso de los mismos por parte de las autoridades demandadas. . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece a este recurso de inconformidad el Licenciado Carlos Martín Velarde Serna se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 756, de fecha ocho de diciembre del dos mil cuatro, otorgada ante la fe del Licenciado Alfonso Schmidt Zazueta, titular de la Notaria Pública número 169, del Estado de Sinaloa, en legal ejercicio en la ciudad de Mazatlán; que contiene el Poder General para pleitos y cobranzas que otorga la sociedad denominada “Paquetería y Mensajería en Movimiento”, Sociedad Anónima de Capital Variable, a través de su Apoderado General Señor Jesús Estrada Llamas, quien otorga poder al Licenciado Carlos Martín Velarde Serna, el cual cuenta con las facultades para ejercer como apoderado para pleitos y cobranzas de la misma, con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial y sin limitación alguna . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Copia que, certificada por el propio Licenciado Alfonso Schmidt Zazueta, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 132 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del citado Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, según se dispone en el artículo 41 segundo párrafo del referido Reglamento, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de ORDEN PUBLICO y de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, las autoridades demandadas hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del citado artículo 49, ya que refieren que la infracción con número de folio 592, el documento determinante del crédito 00696397, de fecha veinticinco de noviembre del dos mil cuatro y el requerimiento de pago de fecha ocho de febrero del dos mil cinco fueron consentidos tácitamente, al no haber promovido el recurso dentro de los términos correspondientes. . . . . . . . . 

No se actualiza la causal que esgrimen las autoridades demandadas, en virtud de que no obstante que es cierto que el requerimiento de pago sí fue notificado a la persona moral actora en el presente recurso, pues previamente a su entrega, se le dejó citatorio, también lo es que tales autoridades no acreditan haberle dado a conocer a la parte recurrente, mediante una notificación personal, realizada de conformidad con las normas aplicables, los actos que refieren, consistentes en el documento determinante del crédito y la boleta de infracción emitida por personal de la Dirección de Aseo Público, para así, estar en posibilidad de considerar que se le hizo del conocimiento legalmente a la persona moral de referencia de los actos emitidos, y en base a ello, determinar la oportunidad de las impugnaciones de tales actos; por lo que en este sentido, no puede afirmarse que el Representante Legal de la persona moral demandada, haya tenido conocimiento de los actos en las fechas que refieren las autoridades demandadas, por ello es que no se acredita que haya sido extemporánea la presentación del recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Asimismo hacen valer la causal prevista en la fracción VII del artículo 49, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, ya que refieren que los actos impugnados no fueron emitidos por el Director de Protección al Ambiente y Desarrollo Sustentable y el Director de Aseo Público, sino por el Director de Ingresos y el ejecutor adscrito a dicha dependencia, y que por ello no existe el acto en relación a tales demandados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A juicio de este Resolutor es fundada tal causal, en virtud de que efectivamente como se plantea, la parte recurrente señala en su escrito inicial como actos impugnados el mandamiento de ejecución emitido por el Director de Ingresos y el acta de diligencia de embargo, relativa a la misma, pero se advierte del contenido de tales actos que los mismos no fueron emitidos por dos de las autoridades demandadas, esto es, ni por el Director de Protección al Ambiente y Desarrollo Sustentable, ni por el Director de Aseo Público, no habiendo tenido tales autoridades intervención alguna en la confección de tales actos, en este sentido no existen los actos que se impugnan en contra de los mismos, por lo que respecto de tales autoridades se actualiza la causal de improcedencia antes señalada relacionada con la prevista en la fracción VII del artículo 57 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, por lo que en consecuencia procede decretar el Sobreseimiento del recurso respecto de tales autoridades, con fundamento en los artículos 50, fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato; y, 58, fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, aplicada supletoriamente al trámite del recurso de inconformidad, por así disponerlo el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En cuanto a la causal que se hace valer, prevista en la fracción VIII del citado artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa antes enunciado, en virtud de que se hace valer respecto de los mismos motivos y autoridades que la causal anterior, ya no se analiza la misma, pues ello resulta ocioso, al actualizarse la causal señalada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, también hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VIII del artículo 49 en relación con lo dispuesto en el artículo 30 fracción VII, ambos del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, refiriendo que el recurrente omite expresar agravios de legalidad, en contra de la resolución combatida. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que, para este Juzgador, resulta infundada, en virtud de que en su escrito inicial, el recurrente sí formuló agravios, los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del recurso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado agravios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas, que impidan el estudio de fondo de la presente causa administrativa, esto es, lo relativo al acto emitido por el Director de Ingresos; este Juzgador, no advierte la actualización de alguna otra, por lo que se procede a analizar los agravios esgrimidos por la parte recurrente en su escrito de interposición del recurso, siendo preciso destacar que por considerar trascendental para emitir la presente resolución,  este Juzgador se avocará al estudio en su conjunto  no en lo individual de los agravios que enumera como primero y segundo, sin necesidad de transcribir los demás agravios, con apoyo en el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el primer agravio, la parte recurrente señala en síntesis que: las autoridades están obligadas a fundar debidamente sus actos, señalando en el cuerpo del mismo, los preceptos legales aplicables al caso concreto, añadiendo: "En el caso que nos ocupa, las autoridades que emiten el acto que vengo impugnando no mencionan los preceptos legales concretos en los que se fundamentan para emitir el mismo, tampoco señalan los dispositivos lógicos-legales que prevean la relación jurídica de la supuesta infracción con la hoy recurrente………..toda vez que no existe un antecedente de una multa o infracción que relacione directa ni alternativamente a mi representada con la supracitada infracción cometida a título propio por el C. LUIS HORACIO RAMIREZ CRUZ." . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"Lo anterior puede ser corroborado con la simple lectura que se haga del DOCUMENTO DETERMINANTE DEL CRÉDITO de fecha 25 de noviembre del 2004 y del… aparece solamente como “DEUDOR” el C. LUIS HORACIO RODRIGUEZ CRUZ…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el segundo agravio aduce que las autoridades están obligadas a motivar la causa legal de su proceder, expresando las razones por las cuales deciden emitir un determinado acto y en un determinado sentido, añadiendo que: "En el caso que nos ocupa, las autoridades demandadas omitieron expresar en el cuerpo del acto que se viene impugnando las razones lógico-jurídicas, para actuar en el tiempo, lugar y modo en que lo hizo, el ilegal actuar de las autoridades me deja en estado de indefensión ya que desconozco las circunstancias particulares o especiales que condujeron a la autoridad a proceder con la emisión del acto..." . . . . . . 

Todo lo anterior se traduce en que a la parte recurrente le causa agravio el que el acto impugnado deriva de un documento determinante de crédito que se emitió a una persona física de nombre Luis Horacio Rodríguez Cruz, y no a la persona moral recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    
Analizadas, las constancias que integran la presente causa administrativa, se considera que son fundados los agravios que hace valer, ya que efectivamente, el mandamiento de ejecución, de fecha catorce de abril del dos mil cinco, con número de crédito 00696397 592-00, se dirige a la persona moral denominada "Paquetería y Mensajería en Movimiento" y que si bien es cierto expresa ampliamente en su redacción que se emite el mismo en virtud de no haberse cubierto el crédito exigido en los plazos previstos, también es cierto que se incurre en una indebida fundamentación y motivación, por derivar dicho mandamiento de un crédito fiscal que se fincó al ciudadano Luis Horacio Rodríguez Cruz, sin que se advierta que también se le haya fincado dicho crédito fiscal a la empresa recurrente.  Lo anterior queda demostrado con la copia al carbón del documento determinante del crédito número 00696397, de fecha veinticinco de noviembre de dos mil cuatro, en el que en el apartado de deudor se consigna únicamente el nombre de Luis Horacio Rodríguez Cruz, documental que, ofrecida y admitida como prueba a la parte recurrente, merece pleno valor probatorio en los términos de los artículos 132 y 207 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente al recurso de inconformidad en cuanto a la valoración de pruebas, amén de que el documento es reconocido por las autoridades demandadas, en concreto por el Director de Ingresos, autoridad municipal que lo emitió. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es por ello que, al no expresar las autoridades demandadas, en especifico el Director de Ingresos, las razones particulares, causas inmediatas y circunstancias especiales por las que considera deudora del crédito fiscal a "Paquetería y Mensajería en Movimiento”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y manda ejecutar embargo sobre los bienes y derechos de dicha persona moral, pues según se advierte de los actos previos emitidos dentro del procedimiento administrativo de ejecución llevado a cabo por la Dirección de Ingresos, y en específico del documento determinante del crédito de fecha veinticinco de noviembre del dos mil cuatro, emitido por la misma autoridad y del propio crédito 00696397, se desprende que el crédito fiscal del cual deriva el mandamiento de ejecución impugnado, fue determinado a cargo del ciudadano Luis Horacio Rodríguez Cruz, y no a la empresa recurrente, traduciéndose ello en que el acto impugnado en la presente causa administrativa resulte indebidamente fundado y motivado, toda vez que por fundamentación y motivación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido en jurisprudencia que deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, por lo que en el caso concreto, en el multireferido mandamiento, a efecto de cumplir con la debida motivación, la autoridad demandada debió mencionar sobre el porqué emitió el referido acto de molestia, señalando con toda precisión las causas, razones y circunstancias que le conllevaron a concluir que la deudora era la persona moral recurrente, para mandar ejecutar embargo sobre sus bienes, cuando como ya se dijo, se advierte que la determinación del crédito fiscal, que da origen al mandamiento de ejecución, no se emitió a dicha empresa, sino a una persona física, así mismo, tampoco funda en precepto legal alguno, la facultad, en su caso, para sustituir en un crédito fiscal determinado al Ciudadano Luis Horacio Rodríguez Cruz por la persona moral recurrente, lo que se traduce en que vulnera el principio de legalidad que refiere que todo acto de autoridad debe encontrarse debidamente fundado y motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo antes razonado, al encontrarse indebidamente fundado y motivado el mandamiento de ejecución, materia de la litis, el mismo resulta ilegal y en consecuencia, también el acta y la diligencia de embargo que derivan de dicho mandamiento resultan también ilegales, al omitirse un requisito formal exigido por la ley, por lo que de conformidad con lo señalado en la fracción II del artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de aplicación supletoria al trámite del Recurso de Inconformidad, atento a lo dispuesto en el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; es procedente declarar la nulidad total del mandamiento de ejecución del crédito número 00696397-592-00, con fecha de expedición catorce de abril del dos mil cinco, así como el acta de la diligencia de embargo en el contenida y del propio embargo practicado por la Ejecutora adscrita a la Dirección de Ingresos el diecinueve de julio de ese mismo año. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al caso resulta aplicable el siguiente criterio de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 111 de la publicación intitulada “Criterios 2000-2005” del referido tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el primer y segundo agravios resultaron fundados y suficientes para declarar la nulidad total del acto impugnado, resulta innecesario el estudio de los demás agravios esgrimidos por el recurrente, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por todo lo expuesto, y con fundamento además en lo señalado en los artículos 209 y 213, fracción II de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 57 fracción VII, 58, fracción II y 88, fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y, 47, 48 fracción II, 49 fracción VII y 50 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :
Segundo.- Se decreta el Sobreseimiento del recurso en contra de actos del Director de Protección al Ambiente y Desarrollo Sustentable y del Director de Aseo Público, ambos de este Municipio de León, Guanajuato, por las razones anotadas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tercero.- Se declara la Nulidad total de los actos impugnados emitidos por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, y del Ejecutor adscrito a dicha dependencia, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de este mismo veredicto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Cuarto.- Se ordena al Director de Ingresos, el levantamiento del embargo practicado el diecinueve de julio del dos mil cinco, lo que se deberá realizar una vez que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo en un término no mayor de cinco días hábiles siguientes a la fecha en  que cause ejecutoria.  . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte recurrente personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

